SENTENCIA DE TUTELA 1ª INSTANCIA N° 021
RADICACIÓN: 66001220400020190011200

ACCIONANTE: DAVID STIVEN LONDOÑO OSPINA
NIEGA AMPARO

El siguiente es el documento presentado por el Magistrado Ponente que sirvió de base para proferir la providencia dentro del presente proceso.  El contenido total y fiel de la decisión debe ser verificado en la respectiva Secretaría.

TEMAS:
DEBIDO PROCESO / TUTELA CONTRA DECISIÓN JUDICIAL / REITERACIÓN DE SOLICITUD DE LIBERTAD / PRINCIPIO DE SUBSIDIARIEDAD / ESTUDIO DE FONDO DEL ASUNTO DADAS LAS CONDICIONES PARTICULARES DEL ACCIONANTE / IMPROCEDENCIA DE PROMOVER NUEVA DECISIÓN SOBRE ASUNTOS YA RESUELTOS POR LA JURISDICCIÓN.
Como quiera que en la presente tutela se ataca una determinación adoptada por una autoridad judicial, esto es, el auto proferido en julio 12 de 2019 por el Juzgado Cuarto de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de Pereira, es indispensable estudiar de manera inicial lo relacionado con la viabilidad de la tutela a efectos de revisar la citada decisión, para luego establecer si hay o no lugar a realizar un análisis de fondo al caso concreto.

La jurisprudencia de la H. Corte Constitucional recopiló y reiteró los requisitos generales para que proceda la tutela contra providencias judiciales, así como las causales de procedencia especiales  de acuerdo con lo que en tal sentido se estableció en la sentencia C-590/05…
Frente a las pretensiones que hace el actor debe reiterarse que en principio la tutela no procede cuando existan otros recursos o medios de defensa judiciales, salvo que se utilice como mecanismo transitorio para evitar un perjuicio irremediable, caso en el cual se debe demostrar la premura de la situación y la importancia del auxilio constitucional; es decir, que no puede utilizarse como forma de evadir los procesos ordinarios o especiales contemplados de manera general por la ley. (…)
No obstante lo anterior, si bien la tutela presentada no supera los estrictos requisitos de procedibilidad contra providencias judiciales, como quiera que: (i) el actor es un sujeto de especial protección constitucional por su condición de detenido; (ii) se encuentra en juego el derecho a su libertad, la que no ha logrado ante la posición jurídica de la funcionaria encargada de la vigilancia de la pena; y (iii) que contra la determinación que ataca no proceden otros mecanismos de defensa judicial, se evidencia que podríamos encontrarnos frente a la presunta comisión de un perjuicio irremediable al no hacerse efectiva la libertad que exige, así que tales requisitos deben flexibilizarse como lo ha señalado la jurisprudencia constitucional y en ese sentido la Sala entrará a analizar la situación problemática en su fondo…
… como quiera que el juzgado de vigilancia ya había resuelto acerca de la solicitud de libertad condicional reclamada por el actor, la cual le fue desfavorable, no estaba obligada a proferir un nuevo proveído sobre ese mismo aspecto, sin que con ello se pueda predicar vulneración al debido proceso, o incluso de acceso a la Administración de Justicia, en tanto si bien este conlleva la resolución de fondo, pronta y oportuna de los temas puestos a consideración de los órganos jurisdiccionales, tal premisa no implica el deber de las autoridades de ejecución de penas y medidas de seguridad de pronunciarse sustancialmente respecto de asuntos previamente definidos en providencias ejecutoriadas…
                       REPÚBLICA DE COLOMBIA
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TRIBUNAL SUPERIOR DE PEREIRA
       SALA de decisión PENAL

             Magistrado Ponente 

     JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE

Pereira, veintitrés (23) de agosto de dos mil diecinueve (2019)

                                                                  Acta de Aprobación No 739
                                                   Hora: 11:00 a.m.
1.- VISTOS

Procede esta Corporación a decidir la acción de tutela instaurada por el señor DAVID STIVEN LONDOÑO OSPINA, contra el Juzgado Cuarto de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de Pereira, por estimar quebrantado su derecho fundamental al debido proceso.
2.- SOLICITUD 
Señala el señor LONDOÑO OSPINA que fue capturado en mayo 6 de 2016 por tráfico de estupefacientes, y fue condenado a la pena de 64 meses de prisión, y una vez cumplió las 3/5 parte de la pena solicitó al Juzgado Cuarto de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad la libertad condicional, la cual le fue negada por auto de diciembre 4 de 2018. Recurrió esa decisión y fue confirmada en segunda instancia en providencia de febrero de 2019. Agrega que en junio de 2019 pidió nuevamente tal beneficio liberatorio al existir nuevos elementos que modifican el cumplimiento del fallo -al encontrarse en fase de confianza-, pero el juzgado se abstuvo de resolver lo pedido por considerar que ya había sido materia de estudio, y con ello se sustrajo de su obligación de conocer las peticiones que los internos formulan en relación con el reglamento interno y tratamiento penitenciario, en lo referido a los derechos y beneficios que afectan la ejecución de la pena, con lo cual se vulneró, a su entender, el debido proceso.

Pide se ampare el derecho vulnerado en conexidad con la doble instancia, y se le ordene al despacho accionado que se pronuncie de fondo respecto de la última solicitud de libertad condicional, y se evalúen los cambios presentados en la fase de ejecución de penas.

3.- CONTESTACIÓN

La Sala admitió la acción Constitucional, corrió traslado de la misma al Juzgado accionado, y dispuso vincular al apoderado y al agente del Ministerio Público que interviene dentro del proceso seguido contra el actor, frente a lo cual únicamente se refirió la Juez Cuarta de Ejecución de Penas, quien expresó: (i) por auto de diciembre 04 de 2018 se negó la libertad condicional del señor DAVID STIVEN LONDOÑO, y la razón obedeció a la gravedad de la conducta valorada por el juez de conocimiento, lo cual impedía conceder el subrogado reclamado, lo cual fue confirmado por el Juzgado Séptimo Penal del Circuito; (ii) mediante proveído de julio 12 de 2019 se abstuvo de resolver nuevamente petición de libertad condicional, en tanto la misma ya se había negada al no cumplir el requisito de la “previa valoración de la conducta punible” la cual no se modifica con el paso del tiempo, y para ello tuvo en consideración sentencias emitidas por la Sala de Casación Penal, mediante las cuales se indica que los Jueces de Ejecución de Penas deben ceñirse a lo resuelto en cuestiones previamente examinadas, sin ser dable debatir de manera reiterada asuntos jurídicamente consolidados; (iii) la negativa no se fundó en el comportamiento intramuros del sentenciado, o circunstancia alguna que con el paso del tiempo se pudiera modificar, y lo decidido en diciembre 04 de 2018 hizo tránsito a cosa juzgada, sin que pueda efectuarse nueva valoración, en tanto la evaluación del fallador sobre los hechos que dieron origen a la condena, no sufre ningún cambio, por lo que lo decidido es legal y no afecta derechos fundamentales; (iv) la concesión de la libertad condicional exige el cumplimiento de los requisitos contenidos en el canon 64 C.P., uno de los cuales es la valoración de la conducta punible que debe ceñirse a la que en su momento realizó el juez de conocimiento, la cual debe respetar el ejecutor de la pena y fue confirmada en la alzada; (v) no basta el cumplimiento de las 3/5 partes de la condena para conceder la libertad condicional, pues su concesión está supeditada al cumplimiento de todos los requisitos legales, y de no cumplirse, no se puede acceder a dicha pretensión; y (vi) la actuación del despacho está dentro del marco legal y jurisprudencial, y por ende respetuosa de los derechos fundamentales. 

4.- PRUEBAS

Se tuvieron como tal los documentos aportados por las partes. 
5.- Para resolver, SE CONSIDERA

El Tribunal es competente para fallar este caso de conformidad con la facultad consagrada en la Constitución Política en su artículo 86 y en los Decretos 2591/91 y 1382/00, este último modificado por los Decretos 1069/15 y 1983 de 2017.

5.1.- Problema planteado 

Corresponde establecer a la Sala si por parte del Juzgado Cuarto de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de Pereira (Rda.), con ocasión de las diligencias que se adelantan en contra del señor DAVID STIVEN LONDOÑO OSPINA, por la conducta tráfico, fabricación o porte de estupefacientes, se quebrantó su derecho al debido proceso.
5.2.- Solución

De acuerdo con el artículo 86 de la Constitución Política, toda persona podrá acudir a la tutela para reclamar la protección a sus derechos constitucionales fundamentales, y procederá contra toda acción u omisión de la autoridades públicas, o particulares según se trate, siempre que “el afectado no disponga de otro medio de defensa judicial, salvo que aquélla se utilice como mecanismo transitorio para evitar un perjuicio irremediable”.

Como quiera que en la presente tutela se ataca una determinación adoptada por una autoridad judicial, esto es, el auto proferido en julio 12 de 2019 por el Juzgado Cuarto de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de Pereira, es indispensable estudiar de manera inicial lo relacionado con la viabilidad de la tutela a efectos de revisar la citada decisión, para luego establecer si hay o no lugar a realizar un análisis de fondo al caso concreto
.

La jurisprudencia de la H. Corte Constitucional
 recopiló y reiteró los requisitos generales
 para que proceda la tutela contra providencias judiciales, así como las causales de procedencia especiales
 de acuerdo con lo que en tal sentido se estableció en la sentencia C-590/05, en el que además se puntualizó: 
“En definitiva, como ha sido señalado en reciente jurisprudencia, la acción de tutela contra providencias judiciales es un instrumento excepcional, dirigido a enfrentar aquellas situaciones en que la decisión del juez incurre en graves falencias de relevancia constitucional, las cuales tornan la decisión incompatible con la Constitución. En este sentido, la acción de tutela contra decisión judicial es concebida como un juicio de validez y no como un juicio de corrección
del fallo cuestionado, lo que se opone a que se use indebidamente como una nueva instancia para la discusión de los asuntos de índole probatoria o de interpretación normativa, que dieron origen a la controversia. […]” 

Frente a las pretensiones que hace el actor debe reiterarse que en principio la tutela no procede cuando existan otros recursos o medios de defensa judiciales, salvo que se utilice como mecanismo transitorio para evitar un perjuicio irremediable, caso en el cual se debe demostrar la premura de la situación y la importancia del auxilio constitucional; es decir, que no puede utilizarse como forma de evadir los procesos ordinarios o especiales contemplados de manera general por la ley.

Sobre el particular en la sentencia T-313/05 la H. Corte Constitucional expuesto lo siguiente: 

“[…] La acción de tutela es un mecanismo de protección de derechos fundamentales cuyas características y condiciones son definidas por la misma Carta Política. Dentro de estos requisitos se encuentran la subsidiariedad y la inmediatez. 

El primero está relacionado con la necesidad que en cada caso concreto se acredite que el afectado no cuenta con otro mecanismo de protección de sus derechos o que, en razón a la inminencia de un perjuicio irremediable, dicho instrumento pierde su idoneidad para garantizar la eficacia de los postulados constitucionales, caso en el cual la Carta prevé la procedencia excepcional y transitoria.
 

El fundamento constitucional de la subsidiariedad, bajo esta perspectiva, consiste en impedir que la acción de tutela, que tiene un campo restrictivo de aplicación, se convierta en un mecanismo principal de protección de los derechos fundamentales.  En efecto, la Constitución y la ley estipulan un dispositivo complejo de competencias y procesos judiciales que tienen como objetivo común garantizar el ejercicio pleno de los derechos constitucionales, en consonancia con el cumplimiento de los demás fines del Estado previstos en el artículo 2 Superior.  Por tanto, una comprensión ampliada de la acción de tutela, que desconozca el requisito de subsidiariedad, vacía el contenido de las mencionadas competencias y, en consecuencia, es contraria a las disposiciones de la Carta Política que regulan los instrumentos de protección de los derechos dispuestos al interior de cada una de las jurisdicciones.”

Se observa entonces que la jurisprudencia constitucional es contundente al señalar que el carácter subsidiario y residual de la acción constitucional significa que solo es procedente de manera supletoria, esto es, cuando no existan otros medios de defensa a los que se pueda acudir, o que pese a ello se promueva para precaver la ocurrencia de un perjuicio irremediable, como así lo refiere el canon 86 C.N. Precisamente, amén de la subsidiariedad que rige este trámite, ello conlleva a sostener que deben agotarse todos los mecanismos ordinarios con los que se cuenta para procurar la protección de los derechos presuntamente quebrantados.

Tal situación comporta una carga legítima al actor de desplegar todos los medios de impugnación que el sistema jurídico ha dispuesto para la defensa de sus derechos. En tal sentido, la acción de tutela no es un instrumento procesal alternativo, pues se correría el riesgo de vaciar de contenido las competencias de las distintas autoridades judiciales e implicaría un desborde institucional en el cumplimiento de las funciones de la jurisdicción constitucional, como así se plasmó en la Sentencia T-649/16, donde igualmente se dijo:

“Esta posición fue recientemente reiterada en la sentencia SU-298 de 2015
, en la que este Tribunal afirmó que la naturaleza subsidiaria de la solicitud de amparo contra providencias judiciales exige la utilización de los recursos ordinarios y extraordinarios que el sistema judicial ofrece para tramitar la reclamación que se alega en sede de amparo. De esta manera, se evita que la acción de tutela vacíe las competencias de otras jurisdicciones. Sin embargo, se advirtió que ante la existencia de un perjuicio irremediable para el actor, el análisis del mencionado presupuesto puede flexibilizarse de acuerdo con el artículo 86 Superior. 

En ese orden de ideas, la acción de tutela ejercida contra providencias judiciales no puede tenerse como un mecanismo alternativo, adicional o complementario al proceso que adelanta el funcionario judicial correspondiente, lo que significa que el juez de amparo no puede reemplazar en sus competencias y procedimientos a los operadores jurídicos ordinarios o especiales que conocen de los asuntos que las partes les someten a su consideración
. No obstante lo anterior, aunque no se hayan agotado los recursos judiciales ordinarios y extraordinarios, la acción de tutela procederá siempre y cuando se acredite la existencia de un perjuicio irremediable o los recursos o medios a su alcance no resulten idóneos para proteger los derechos fundamentales afectados”. 

Así mismo, frente a la interposición de acciones de tutela contra decisiones judiciales, explicó:

“La doctrina constitucional igualmente ha sido clara en señalar que cuando se trata de providencias judiciales, la acción de tutela solamente resulta procedente de manera excepcional, pues como regla general la inconformidad de las partes con lo resuelto por los funcionarios judiciales ha de ser planteada y debatida en forma oportuna, acudiendo para ello a los medios de impugnación instituidos en los códigos de procedimiento.

No obstante, por vía jurisprudencial se ha venido decantando el alcance de tal postulado, dando paso a la procedencia de la acción de tutela cuando se trate de actuaciones que carezcan de motivación o fundamento objetivo, contrariando su voluntad para hacer imperar la arbitrariedad y el capricho del funcionario, o resulten manifiestamente ilegales, de ahí que, por excepción se permitirá que el juez de tutela pueda intervenir en orden a hacer cesar los efectos nocivos que la causal especial de procedibilidad detectada puede ocasionar en relación con los derechos fundamentales” 

No obstante lo anterior, si bien la tutela presentada no supera los estrictos requisitos de procedibilidad contra providencias judiciales, como quiera que: (i) el actor es un sujeto de especial protección constitucional por su condición de detenido; (ii) se encuentra en juego el derecho a su libertad, la que no ha logrado ante la posición jurídica de la funcionaria encargada de la vigilancia de la pena; y (iii) que contra la determinación que ataca no proceden otros mecanismos de defensa judicial, se evidencia que podríamos encontrarnos frente a la presunta comisión de un perjuicio irremediable al no hacerse efectiva la libertad que exige, así que tales requisitos deben flexibilizarse como lo ha señalado la jurisprudencia constitucional
 y en ese sentido la Sala entrará a analizar la situación problemática en su fondo, y en esa dirección se tiene:

Del estudio de la presente actuación se observa que el señor DAVID STIVEN LONDOÑO OSPINA ataca la decisión emitida en julio 12 de 2019, por parte del Juzgado Cuarto de Ejecución de Penas de esta capital, por medio de la cual se abstuvo de pronunciarse nuevamente en cuanto a la solicitud de libertad condicional pedida, de conformidad con lo reglado en el canon 64 C.P., por cuanto con antelación ya se había adoptado una providencia que negó tal pretensión, amén de la gravedad de la conducta por la cual fue sentenciado.
En relación con la situación planteada, la Sala de Casación Penal en sede constitucional, de tiempo atrás se ha referido de manera puntual a situación similar a la que ahora plantea el accionante, y al respecto sostuvo:

“[…] no es viable debatir reiteradamente asuntos jurídicamente consolidados, en particular cuando sobre las temáticas decididas, se insiste sin introducir variante alguna, casos en los cuales habrá de sujetarse a lo dispuesto en aplicación de los  principios de economía procesal, eficiencia y cosa juzgada, puesto que, de lo contrario, podrían controvertirse perennemente los asuntos judiciales, lo cual  implicaría no solamente una limitación injustificada de la seguridad jurídica sino un desgaste inoficioso de la administración de  justicia.” 

Así mismo la Alta Corporación, en providencia donde igualmente refirió a lo antes aludido, y a la que hizo alusión la a quo, expresó:

“De esta manera, no configura ninguna vía de hecho o afectación a las garantías fundamentales del actor, que en el auto del 28 de octubre de 2016 el Juzgado haya dispuesto estarse a lo resuelto en la decisión judicial del 11 de marzo anterior, pues refulge palmario que los jueces de ejecución no están facultados para retomar el examen de cuestiones ya resueltas de fondo previamente, cuando no existe una variación en la situación fáctica o jurídica en la que se fundamentó la decisión precedente.

En efecto, aunque en este evento el sentenciado presentó la nueva solicitud cuando ya había descontado las tres quintas partes de la sanción, lo que acreditaría uno de los factores por los que previamente le fue negada la libertad condicional, el segundo requisito por el que fue rechazada su pretensión, referido a la valoración de la gravedad de la conducta punible ejecutada por el sentenciado, no ha presentado variación alguna, por lo que valorar nuevamente dicho aspecto representaría un agravio al principio constitucional de la cosa juzgada” 
 -negrillas de la Sala-
En más reciente data, al estudiar un tema similar al que ahora nos concita, la Sala de Casación Penal igualmente manifestó:

“De lo anterior se ve fácilmente que el Juzgado accionado no incurrió en vulneraciones de derechos fundamentales, o al menos ello no fue demostrado por XXX, pues de las pruebas allegadas al expediente se advierte que éste simplemente reiteró ante la precitada autoridad su petición sin aducir nuevos elementos de juicio, como si ese asunto pudiera continuar debatiéndolo indefinidamente sin consideración alguna a la fuerza ejecutoria de la providencia por la cual previamente fue resuelta la cuestión. 

En tales condiciones, al formular nuevamente petición con idénticos fines, se obtuvo como respuesta del juzgado accionado que debía estarse a lo ya resuelto en providencias anteriores, decisión contenida en un auto de sustanciación lo que de contera hace improcedente su impugnación, sin que al respecto se vislumbre trasgresión para las garantías constitucionales que integran el debido proceso del accionante.

Y es que al no contener la solicitud nuevos elementos que introdujeran variación a la situación del sentenciado en relación al beneficio reclamado, no le quedaba opción diferente al juzgado que abstenerse de abordar nuevamente la temática planteada, en aplicación de los principios de economía procesal y eficiencia, esto es, al no concurrir los elementos necesarios para que sus posturas en la actualidad sean analizadas de fondo mediante auto susceptible de ser recurrido, todo lo cual descarta que se configure la vía de hecho que se denuncia” 
.

Al traer todo lo expuesto al caso objeto de estudio, se aprecia diáfano que la situación que motivó a la a quo a negarle al señor LONDOÑO OSPINA la libertad condicional mediante auto de diciembre 04 de 2018, y confirmada por el Juzgado Séptimo Penal del Circuito en enero 23 de 2019, fue precisamente la gravedad de la conducta por la cual fue sentenciado, todo lo cual hace alusión a hechos ocurridos en mayo 06 de 2016 cuando al momento en que se pretendía realizar diligencia de allanamiento y registro en una residencia ubicada en esta capital, el hoy accionante iba a salir de esta con un bloque que contenía sustancia vegetal y en el interior del inmueble se encontraron 18 paquetes plásticos con similar producto, los que arrojaron positivo para marihuana con un peso neto de 16.625 gramos, mismos que, como allí se indicó, con seguridad estaban destinados a su distribución, con lo que se agrava la situación de quienes son adictos en especial a la juventud.

No obstante que el actor adujo que existen situaciones novísimas que no han sido analizadas por la funcionaria a quo, más concretamente que en la actualidad se encuentra en “fase de confianza”, por lo que en su sentir debe dictarse un nuevo pronunciamiento judicial, es evidente que en la determinación judicial que inicialmente se adoptó, tales situaciones fueron superadas en el análisis, y la negativa de concederle la libertad, se itera, se fundamentó en la gravedad de la conducta en la que incurrió el procesado, lo cual no sufrirá ninguna clase de variación. Por ende, aquellas circunstancias que se deriven del tratamiento penitenciario -como la que ahora aduce el actor- no influyen para que se pueda emitir una decisión contraria a la que en su momento se profirió.

En ese orden de ideas, como quiera que el juzgado de vigilancia ya había resuelto acerca de la solicitud de libertad condicional reclamada por el actor, la cual le fue desfavorable, no estaba obligada a proferir un nuevo proveído sobre ese mismo aspecto, sin que con ello se pueda predicar vulneración al debido proceso, o incluso de acceso a la Administración de Justicia, en tanto si bien este conlleva la resolución de fondo, pronta y oportuna de los temas puestos a consideración de los órganos jurisdiccionales, tal premisa no implica el deber de las autoridades de ejecución de penas y medidas de seguridad de pronunciarse sustancialmente respecto de asuntos previamente definidos en providencias ejecutoriadas, como así se plasmó en la jurisprudencia atrás aludida
.
Por lo antes mencionado, la Corporación negará el amparo de los derechos reclamados por el señor DAVID STIVEN LONDOÑO.
5.- DECISIÓN 
Por lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, en Sala de Decisión Penal, administrando justicia en nombre de la República, por mandato de la Constitución y de la Ley,  
FALLA
PRIMERO: SE NIEGA la acción de tutela presentada por el señor DAVID STIVEN LONDOÑO OSPINA. 

SEGUNDO: Si la sentencia no fuere impugnada, remítase el expediente a la H. Corte Constitucional para su eventual revisión. 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE

Los Magistrados,

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE
          JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ

MANUEL YARZAGARAY BANDERA
� Sobre el particular ver entre otras: Sentencias T-698 de 2004, T-315 de 2005, T-825 de 2007.


� T-094/13


� ”a.) Que la cuestión que se discuta resulte de evidente relevancia constitucional. b.) Que se hayan agotado todos los medios -ordinarios y extraordinarios- de defensa judicial al alcance de la persona afectada, salvo que se trate de evitar la consumación de un perjuicio iusfundamental irremediable.  c.) Que se cumpla el requisito de la inmediatez. d.) Cuando se trate de una irregularidad procesal, debe quedar claro que la misma tiene un efecto decisivo o determinante en la sentencia que se impugna y que afecta los derechos fundamentales de la parte actora. e.) Que la parte actora identifique de manera razonable tanto los hechos que generaron la vulneración como los derechos vulnerados y que hubiere alegado tal vulneración en el proceso judicial siempre que esto hubiere sido posible, y f.) Que no se trate de sentencias de tutela.”


� “a.) Defecto orgánico; b.) Defecto procedimental absoluto; c.) Defecto fáctico; d.) Defecto material o sustantivo; e.) Error inducido; f.)  Decisión sin motivación; g.)  Desconocimiento del precedente, y h.)  Violación directa de la Constitución.” 


� Sentencia T-555 del 19 de agosto de 2009, M.P. Luis Ernesto Vargas.


� En relación con la subsidiariedad de la acción de tutela pueden consultarse, entre otras, las sentencias T-297/97, M.P. Antonio Barrera Carbonell, T-449/98, M.P. Alfredo Beltrán Sierra y T-300/04, M.P. Eduardo Montealegre Lynett. 


� M.P. Gloria Stella Ortiz Delgado.


� CSJ STP, 7 feb. 2017, Rad. 90107. 


� Sentencias SU-026 de 2012 M.P. Humberto Antonio Sierra Porto; SU-424 de 2012 Gabriel Eduardo Mendoza Martelo, reiteradas en sentencia T-103 de 2014 M.P. Jorge Iván Palacio Palacio. 


� En sentencia T-589 de 2011, reiterada en T-002 de 2018, se indicó: “el operador judicial debe examinar la situación fáctica que define el asunto sometido a su conocimiento, y las particularidades de quien reclama el amparo constitucional, pues, si se trata de sujetos de especial protección constitucional (personas de la tercera edad o en condición de discapacidad, etc.) o de personas que se encuentren en condiciones de debilidad manifiesta, el análisis de procedibilidad se flexibiliza haciéndose menos exigente


� CSJ SPT, 15 de julio de 2008, Rad. 37488.


� CSJ STP, 7 feb. 2017, Rad. 90107


� CSJ SPT, 27 feb. 2018, Rad. 96738.


� CSJ STP, 7 feb. 2017, Rad. 90107
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